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Conflictos de Intereses
El 11 de julio de 2017 se llevó a cabo el segundo encuentro de “Dialogando BA” para impulsar un proyecto de Ley de Conflicto y Gestión de Intereses para la CABA. La iniciativa fue organizada por la Subsecretaría de Reforma Política y Asuntos Legislativos del GCBA. Con una convocatoria que rondó las cuarenta personas, el evento tuvo un carácter multisectorial. Participaron miembros del poder ejecutivo local, de la provincia de Buenos Aires y del poder ejecutivo nacional, así como integrantes de la Legislatura porteña, de organizaciones de la sociedad civil y académicos. Se trataron temas referentes a la regulación sobre conflictos de intereses. Cabe recordar que el encuentro previo, realizado el 26 de junio del corriente, estuvo orientado a la regulación sobre gestión de intereses. 
El evento se dividió en dos partes. En primer lugar, se sucedieron exposiciones en un panel de expertos integrado por Hernán Charosky (Subsecretario de Reforma Política y Asuntos Legislativos del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires), Marisa Tojo (Directora General de Compras y Contrataciones del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires), Renzo Lavin (Co-director de la Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia) y María Rosa Muiños (Legisladora de la CABA). En segundo término, se trabajó en mesas de diálogo a través de un debate participativo sobre la regulación que debería tener la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en materia de conflictos de intereses. 
Principales conclusiones de las mesas de trabajo
1. Definición de “conflicto de intereses”.
Se llegó a la conclusión de que no hay una definición exacta y que pueda abarcar todas las situaciones posibles de conflicto de intereses. Por lo tanto, lo mejor sería una definición amplia que permita abarcar distintos casos por analogía. Además, se hizo hincapié en la necesidad evitar conceptos equívocos o dar precisión a algunos términos que aparecían en la definición propuesta, tales como “influencia indebida”, “forma correcta de ejercer la función pública” y “servidor público”. Es importante además delimitar dentro de la definición el grado de parentesco familiar para el que un conflicto de interés sea considerado tal.  
2. Factores que pueden conducir a un conflicto de intereses.
Los factores son múltiples. Los más mencionados fueron las situaciones de parentesco familiar, vínculo económico, intereses profesionales (por ejemplo, pertenencia a asociaciones) y financiamiento político. Un tema relevante fue la necesidad del sector público de incorporar personas con experiencia en el sector privado en determinados temas. Eso hace más probables los conflictos de intereses y, por lo tanto, más necesario regularlos. 
3. Incompatibilidades a considerar en la ley. 
Es necesario ampliar la lista de incompatibilidades previstas en la Ley de Ética Pública para incluir algunas situaciones particulares, como pueden ser las referidas a los cónyuges de los funcionarios o aquellas que no están relacionadas con dinero (por caso, las vinculadas con intereses profesionales). Además, es importante aclarar que las incompatibilidades para ejercer un cargo no son necesariamente las mismas que las que impiden tomar una decisión en conflicto de intereses, pero permiten permanecer en la función. 
4. Sujetos involucrados.
La ley debe aplicarse a los tres poderes, con especial énfasis en el Ejecutivo. Un grupo inclusive sostuvo que la norma debería aplicar en lo referente a denuncias aún para empleados públicos, aunque los controles preventivos deberían aplicarse solo a los funcionarios incluidos en la Ley de Ética Pública. No hubo consenso respecto de la idea de que existan áreas más propensas que otras a incurrir en conflictos de intereses. Los grupos que argumentaron que sí existen mencionaron las relacionadas con obras públicas, mientras que los que argumentaron que no sostuvieron que la infinidad de factores que los propician hace que todas las áreas estén expuestas. 
5. Objetivo principal de la norma (prevención y/o sanción).
Deben suceder ambas cosas. No pueden aplicarse sanciones a causa de una norma para cuyo cumplimiento no se capacitó ni se pusieron a disposición herramientas previamente. En esto último debe estar el principal foco. 
6. Herramientas preventivas y de control.
Se mencionaron diversas herramientas preventivas y de control. via por los organismos de control, las capacitaciones, una mayor cantidad de cargos concursados, los fideicomisos ciegos y los mecanismos de capacitación para funcionarios y público y de transparencia para las decisiones involucradas.
7. Procedimiento y sanciones. 
Existió un consenso sobre la necesidad de incluir para los casos comprobados de toma de decisiones en conflicto de interés una escala de sanciones que comience con un sumario administrativo y tenga diferentes grados (por ejemplo, con sanciones económicas) hasta llegar eventualmente a la remoción e inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos. Además, se sugirió que se podría pensar en la anulación del acto en cuestión. Por otro lado, respecto del procedimiento para casos de conflicto de interés potencial se sugirió una vía de consulta para funcionarios. Sobre ello, la autoridad debería poder dictaminar de modo vinculante. 
8. Características y funciones de la autoridad de aplicación. 
La autoridad de aplicación, según se consensuó, debería ser la misma que la de la Ley de Ética Pública (o estar subsumida dentro de ella) y estar estrechamente vinculada con el órgano garante de la Ley de Acceso a la Información (Ley 104). En este sentido, el procedimiento de designación debería seguir los pasos previstos en la propia Ley de Ética Pública (esto es, debería ser un concurso público). Respecto de sus funciones, no solo debería canalizar demandas y monitorear casos, sino también dictaminar sobre ellos y brindar capacitaciones.
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